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RESUMEN 

A partir de la tesis de Horwitz sobre la industrialización y el derecho de danos, eŝ e 
artículo estudia el derecho de accidentes y la regulación púbhca de la >"<>"''*«" ^"1" 
España del siglo xix. Muestra que tanto el sistema del common law ^«'«° '"''^^L^^f 
legales continentales ayudaron al desarrollo de la industna y los f ^ " ^ " " ^ ; ' . ^ ¿ ^ ^ ^ 
la aplicación de la regla de responsabilidad por culpa y una '^«"l-"»"»'',"»'™^^^ 
favorable. Concluye el artículo con una breve discusión sobre la teotia de la búsqueda 
de rentas y la ideología como argumentos que explican estos cambios legales. 

ABSTRACT 

Beginning wid, Horwitz thesis on industrializarion and tort law Ais paper studies 

can explain these changes in the legal tradmon. 

I. EL SIGNIFICADO E C O N Ó M I C O DE LAS NORMAS JURÍDICAS 

Uno de los temas menos estudiados por los historiadores de la economía 

el de las ideas económicas subyacentes tras las normas jund.cas y las resolu-
es 

u • A,, nresentada en el Congreso de Historia Económica 
* Una primera versión de este trabajo fue P^"^"'^^^ económico del derecho de la Universi-

de San Sebastián (sept. 1993) y en el - - • " - ; ; j ; V : Í r " F r T i e T a n hecho interesantes comenta-
dad Carlos III. Los profesores Fernando Gómez y l̂ earo r 
rios, que han permitido mejorar dicha primera versión. 
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ciones de los tribunales de justicia. Este olvido es explicable, en buena medi­
da, por la separación que tradicionalmente ha existido entre los historiadores 
del derecho y los de la economía. Mientras los primeros rara vez han sabido 
interpretar la lógica económica —entendida como búsqueda de eficiencia en 
la asignación de recursos— que reflejan muchas leyes y sentencias, los últimos 
han tenido, por lo general, un desconocimiento excesivo del derecho y sus 
efectos sobre la vida económica. Pero esta ignorancia mutua ha sido perjudi­
cial en muchos casos. El análisis de la industrialización a lo largo del siglo Xix 
es uno de los ejemplos que muestran claramente las ventajas de incorporar a 
la historia de los hechos y las doctrinas económicas algunas de las ideas funda­
mentales del mundo jurídico. 

El siglo XIX fue el siglo de la industrialización en la mayor parte del mun­
do occidental. Y las normas jurídicas desempeñaron un papel importante en 
este proceso. De acuerdo con el análisis de Coase, en un mundo sin costes de 
transacción y con derechos de propiedad bien definidos las situaciones con-
flictivas serían solucionadas de manera eficiente mediante acuerdos entre las 
partes. Pero, en un mundo real de derechos de propiedad confusos y costes de 
transacción positivos, las normas legales y los tribunales de justicia desempe­
ñan un papel importante en cuanto pueden ejercer influencia directa sobre la 
vida económica. Esta influencia ha sido a veces eficiente y otras veces ha sido, 
en cambio, muy negativa. Por ello, si desde el punto de vista de la política eco­
nómica resulta muy interesante que los legisladores y los tribunales conozcan 
el significado económico de las normas que promulgan o interpretan, para el 
historiador de la economía o de las doctrinas económicas es importante saber 
cuál fue el papel de aquéllos en los procesos de desarrollo económico y cuáles 
eran las ideas que inspiraron sus actuaciones. 

Muchas son las vías mediante las cuales el derecho puede influir en un 
proceso industrializador en progreso. Por citar sólo los ejemplos más impor­
tantes, piénsese en el papel que desempeñaron las leyes sobre gremios y liber­
tad de ejercicio de oficios; o las leyes que en nuestro país dieron el carácter de 
honrado y honorable al ejercicio de determinados oficios y actividades indus­
triales. Otra vía empleada para fomentar la industrialización ha sido la legisla­
ción arancelaria, que permitía desarrollar con más facilidad determinadas in­
dustrias y transferir rentas de los consumidores a los fabricantes. Y esta 
transferencia de rentas pudo realizarse también a través de normas fiscales que 
favorecieran determinadas actividades económicas en perjuicio de otras me­
diante el juego conjunto de impuestos y subvenciones. 

Menos conocido es, en cambio, el papel que las normas de derecho de daños 
y de regulación administrativa de fábricas pudieron tener sobre el proceso in-
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dustrializador. Estas normas, que fueron reflejo de unas determinadas ideas 
económicas que experimentaron modificaciones sustanciales a lo largo del si­
glo XIX, no fueron neutrales con respecto al desarrollo industrial de la época. 
Como no lo son en nuestros días cuando tratan de resolver problemas tan gra­
ves como los daños causados en los bienes públicos o privados por determma-
das empresas o consumidores. 

Como ha señalado Richard Posner, en el análisis de problemas económi­
cos como los planteados por el derecho de daños, la teoría estricta de los fa­
llos de mercado ofrece una visión parcial y a menudo mal orientada. Lo que 
suele suceder en estos casos es que ciertamente falla el mercado; pero, al mis­
mo tiempo, fallan también las normas de derecho privado que son prerrequisi-
tos para el funcionamiento del mercado. Rara vez nos encontramos ante una 
simple disyuntiva libre mercado-regulación pública. El problema es, mas bien 
la opción entre dos formas de control, ambas emanadas del poder publico: el 
derecho privado y la regulación administrativa '. Y esta distinción resulta espe­
cialmente relevante a los efectos de este trabajo, ya que lo que en el se estudia 
es cómo a lo largo del siglo xix se reorientaron tanto el derecho de danos 
como la regulación administrativa en el sentido de favorecer la industrializa­
ción, idea en la que coincidieron países muy diferentes y de sistemas jurídicos 

distintos. , ,,. . , , 
Más concretamente, el objetivo de este trabajo es el análisis de las normas 

y la jurisprudencia sobre responsabilidad civil y reglamentación de industrias 
nocivas y peligrosas a lo largo del siglo xix como instrumentos que facilitaron 
el desarrollo industrial en Europa y en América. Parte del tema mas elaborado 
por la literatura moderna, los efectos sobre los cambios de las normas sobre 
responsabilidad civil en la industrialización norteamericana del siglo pasado. A 
continuación se pasa al estudio de lo que podríamos denominar el «modelo 

1 1 <-̂ „ loe nnrmas de resulación administrativa las que de-
contmental», en el que son las normas ae rcguiav. » i ,„ 

• I -„ Doro <>lln <5e considerara brevemente el caso 
sempeñan el papel P ^ ^ f "!^^;^^ " f ; X „ el desarrollo del derecho 
de Francia, que tanto - « " ^ 0 " í : , , r d de legislador español frente al 
de nuestro país y, en mayor detalle, ia actituu uci g r 
proceso de industrialización. Posteriormente se - f ^ ^ ^ , ^ P ' " 7 " / ¿ [ ° ; 
principios de responsabilidad por culpa y responsabilidad objetiva en la Espa^ 
ña def siglo X.X, se llama la atención sobre el diferente tratamiento recibido 
p L sectores distintos como los ferrocarriles y la minería y se P - - - ; ' ^ -
semejanzas interesantes entre la jurisprudencia - f - ' ^ ^ J ; J J J ^̂ ^̂ ^̂ ^̂ ^̂  
responsabilidad civil. La cuarta sección ofrece algunas comentarios sobre el 

Posner (1992), p. 367. 
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progresivo impulso de la reglamentación estatal sobre industrias nocivas a la 
luz de la situación actual. Concluye el artículo con una breve reflexión sobre 
búsqueda de rentas, derecho de daños y reglamentación administrativa. 

II. FOMENTO DE LA INDUSTRIA Y REFORMAS JURÍDICAS 

Tras una larga polémica, desarrollada a lo largo de las décadas de 1970 y 
1980, goza en los Estados Unidos de aceptación bastante general la hipótesis 
de que la jurisprudencia civil evolucionó a lo largo del siglo xix de un modo 
claramente favorable a los intereses de la industria. La forma en que esta trans­
formación se llevó a cabo no fue una modificación sustancial de las leyes que 
regulaban la actividad industrial, sino mediante la de un cambio significativo de 
la interpretación jurisprudencial del derecho de daños o responsabilidad ex-
tracontractual. Esta idea es generalmente conocida como «tesis de Horwitz», 
pero su desarrollo y estudio han sido llevados a cabo por numerosos historia­
dores 2. La idea principal es que el common law fue abandonando paulatina­
mente la regla de responsabilidad objetiva, dominante en el período anterior a 
la industrialización, para pasar a examinar las demandas por los daños ocasio­
nados por las instalaciones industriales según la regla de responsabilidad por 
culpa. 

No es difícil entender por qué este cambio de la regla de responsabilidad 
pudo tener efectos importantes tanto en la asignación de recursos como en la 
distribución de la renta. Según la regla de responsabilidad objetiva, o estricta, 
la persona, o empresa, que causa un accidente debe soportar el coste de los 
daños causados al margen de que haya adoptado o no medidas para intentar 
evitar que dicho accidente tuviera lugar. Bajo esta regla el fabricante que, por 
ejemplo, cause un incendio accidental en las tierras colindantes u ocasione 
pérdidas en la producción agraria de las fincas limítrofes por escapes de humo 
mal controlados deberá indemnizar a los perjudicados. Distinta sería, sin em­
bargo, una resolución judicial a una demanda por daños en la que se apHcara 
la regla de responsabilidad por culpa, ya que en este caso, el propietario de la 
fábrica sólo deberá indemnizar a los perjudicados si no ha adoptado unas nor­
mas de precaución razonables .̂ 

^ Véase especialmente Horwitz (1977). Un análisis de esta tesis pueden encontrarse en 
Schwartz (1981) y Hovenkamp (1983). 

' La literatura sobre análisis económico de la responsabilidad civil es amplísima. Para una vi­
sión general puede consultarse Posner (1992), cap. 6. Un buen estudio sobre el tema con referen­
cias al derecho español es Gómez y Pastor (1990). 
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Para quienes defienden la hipótesis del cambio de regla de responsabdi-
dad en la jurisprudencia norteamericana, los jueces no fueron neutrales en la 
aplicación del derecho de daños, sino que aplicaron un criterio utilitarista que 
permitía - e n lenguaje de economía del bienestar- transferir parcialmente a 
terceros los costes externos generados por el proceso industrializador. En otras 
palabras, los jueces norteamericanos asumieron una ideología económica 
proindustrial en su interpretación de la responsabilidad civil. 

La política económica del continente europeo, y muy especialmente la de 
Francia, tenía una tradición reguladora e intervencionista más acusada que a 
existente en Gran Bretaña. No es de extrañar, por tanto, que el fomento de la 
industrialización desde el mundo jurídico adoptara formas distintas de las que 
se desarrollarían en el mundo anglosajón. Podríamos así hablar de un «modelo 
continental» en el que la industria se vería también favorecida desde las ñor-
mas jurídicas, pero en la que las leyes y reglamentos administrativos desempe-
ñarían un papel preponderante. 

El caso más significativo de una política económica reglamentista en rela­
ción con la industria es, sin duda, el de Francia. En la Francia del Antiguo Re-
gimen, junto a las normas de derecho privado que protegían a un propietario 
de los daños que la actividad económica de un vecino pudiera « 0 ™ -
sus bienes, existía una tradición de intervención y control administrativo que 
ponía en manos de las autoridades y pariamentos locales la - - - - / ; - ^ ° -
rizaciones para el establecimiento de fábricas. Tras la Revolución, la Ley Muni­
cipal de diciembre de 1789 mantuvo los reglamentos existentes y dio mayor 
protagonismo a los alcaldes en la concesión de estas autorizaciones^ 

Este sistema fiíe pronto objeto de numerosas criticas, tanto en lo que ^e 
refería a la falta de capacitación de las autoridades ' « " 1 " - ^ ^ ^^^^^^^J 
que éstas cedían demasiado fácilmente a las presiones de sus convecinos 
opueíto a la creación de establecimientos industriales en sus localidades, 
opuestos a '^ cj^ac">n ^^^re «Manufacturas y talleres 
Consecuencia de ello tue ei aecrciu uv. j . ^ r ^„„i „i v<^taAn ría 
que producen olores insalubres o incómodos», mediante el cual el Estado cía 
que prüuuccii uiuit ^ctíihlería un e evado numero de requi-
sificaba las industrias en tres grupos y ^^^l^^^^^; ,n,oú..ción quedaba 
sitos burocráticos para la apertura de una fabrica, cuya a ^ .ubore-
en manos de la administración central (Consejo de Estado, prefectos y subpre 

^^^^°^^- , r ^„, , „ ^n esoecial el Consejo de Estado, se 
La administración '^^^-¿^^'^^'^ZlT^c^^ industriales de lo que 

mostró mucho mas favorable ^¿^^ ^ "^^^ ¿.^^¿^^ ¿^ .pHcación del De-
habían sido las autoridades locales. Tras vanas aeca F 

^ ^ A T ppovt Dor e emplo, celebraba el que este orga 
creto, un economista como A. Legoyt po , P defendiéndola 
nismo hubiera mostrado «la mas viva simpatía por 
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enérgicamente contra la ignorancia, el egoísmo y la mala fe de terceros» ''. Y 
un filósofo del derecho como M. E. Lerminier consideraba, desde una visión 
totalmente proindustrialista, que «el respeto a la propiedad territorial debía de­
jar paso al respeto a la producción»; y, para ello, el Decreto de 1810 era un 
instrumento excelente, en cuanto permitía al estado intervenir directamente en 
beneficio de la industria y, por tanto, del interés común '. No todos los co­
mentaristas del Decreto, desde luego, estuvieron de acuerdo con respecto a su 
conveniencia. Su excesivo intervencionismo y afán por la regulación fueron 
muy criticados desde el principio, como se verá más adelante. Pero para no 
pocos economistas sus efectos positivos para el establecimiento de nuevas fá­
bricas eran motivo suficiente para considerar positiva su promulgación. 

Aunque el sistema legal que hemos denominado «continental», para distin­
guirlo del británico o el norteamericano, estuviera dominado por la regulación 
administrativa en lo que respecta a la creación de nuevos establecimientos in­
dustriales, no habría que exagerar demasiado las diferencias entre ambos mo­
delos, ya que en ellos se dieron dos puntos de coincidencia importantes. En 
primer lugar, la regulación administrativa acabó apareciendo también en los 
países anglosajones, como se verá en una sección posterior de este artículo. Y, 
en segundo lugar, el cambio de la interpretación jurisprudencial de la regla de 
responsabilidad civil hacia la responsabilidad por culpa no era necesario en paí­
ses como Francia o España, cuyos códigos civiles consagraron desde el princi­
pio la regla de responsabilidad por culpa como principio general. 

III. LA IDEOLOGÍA INDUSTRL\LIZADORA 
Y LA REGULACIÓN ADMINISTRATIVA EN LA ESPAÑA 
DEL SIGLO XIX 

Un estudio de la actitud del legislador a lo largo del siglo xix muestra que 
en España fueron también las normas administrativas las que desempeñaron el 
papel más relevante en el cambio de la orientación del legislador para favore­
cer la industrialización. El derecho tradicional español, como queda de mani­
fiesto en la Novísima Recopilación, atribuía a la policía administrativa de los 
pueblos la vigilancia y regulación de las actividades industriales que pudieran 
tener efectos perjudiciales sobre los habitantes del lugar donde estuvieran esta­
blecidas .̂ Y a lo largo del siglo xix esta competencia fue confirmada por di-

1 Legoyt(1853), p. 810, 
' Bouckaert(1991), p. 330. 
* Novísima Recopilación. Libro VI, Título III. 
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versas disposiciones administrativas I Pero ya en el siglo xviii, como sucedería 
también en la centuria siguiente, el gobierno central dictaba normas cuyo obje­
tivo era servir de orientación a las autoridades locales y establecer cauces para 

su actuación administrativa. c • • 
Si en temas como la consideración de honestos y honrados los oficios in­

dustriales y artesanales la legislación borbónica se mostró defensora de las acti­
vidades industriales, no sucedió lo mismo con las normas que regulaban los 
posibles daños que pueda ocasionar la creación de establecimientos industria­
les. Diversas disposiciones promulgadas a finales del siglo xviii muestran esta 
desconfianza por parte del poder público de los perjuicios que a las poblacio­
nes podía ocasionar el establecimiento de fábricas y manufacturas. Junto a nor­
mas específicas sobre sectores concretos, se encuentran algunas disposiciones 
generales de interés que muestran la actitud dominante en a época sobre la 
posible industrialización de las ciudades. Una de las más ilustrativas es una 
Real Cédula de Carlos IV, promulgada en 1796, en la que al promulgarse di­
versas normas de policía sanitaria, se establecía lo siguiente en su apartado 

tercero: 

«Siendo igualmente útil a la pública salud que dentro del corto recinto de la 
Corte V dem£ poblaciones no se establezcan fábricas n. manufacturas que alte­
ren í fnfic'nen considerablemente la atmósfera como xabonenas. tenerías, fa-
ren e inficionen con ^̂ ^ obradores de artesanos que se 
bncas de velas de ^^l'"'^""'^^^'^f/¿,i,,3 q,e infectan el ayre, debiéndose per-
ocupan en -YZZetntvól^Tr.L.nas ya trabajadas; me propondrá 
ZTu::^ZG:£Z¡:ut¡nn.^ ^^ - to le parezca conveniente para evitar 
ks funesta: conseqüencias que pueden sobrevenir de esta tolerancia» «, 

Esta actitud de desconfianza por parte de las autoridades del Antiguo Ré-
, , . .„, „^- Ir,.; establecim entos industriales coinci-

gimen hacia los daños ocasionados por los estaoiecim ^„„,Vin<,lid.de<! 
. 1 ^^^^ntrüdn en el caso de las municipaliaades 

de en esencia con la que hemos encontrado en _ „ u : „ , T lo kr^o 
í- V .n ntrr,.; naíses experimentó sustanciales cambios a lo largo 
francesas. Y como en o ros P^^^^^^^P , ^^^^ó adoptando una decidi-
del siglo siguiente, en el que el gobierno central dca 

. > 1 p i « rtrHenes de 11 de abril de 1860 y de 19 de junio de 1861. 
' Véanse, por e,emplo las f = ^ ' " ^ ' ' ! . " " ¿ y L Ley V. Desde, al menos, el siglo xvi. se en-
« Novísima Recop.lac.on L.bro ^H. Titulo AL y ^^^ ^^^ ^^^ ^^ ^^^^ ^^ ^^^pj^^^ 

cuentran normas diversas sobre hornos f»"" '^^ '" ,i^ ' 1̂ i j™ Je incendio que repre-
estas mdusmas al extenor de las cudades P ™ ¿ ~ X í deUi^o 1693. recogidas como 
sentaban. Véanse, por ejemplo, dos Keaies w . Recopilación. El desplazamiento de 
Leyes VIII y IX del Título XIX del Libro " ¿ ^ ¿ ^ X ' - ^ ^ ^ ^ ^ P j ^ ^ ^ ^ ^ ^ ^ ^ „ , , ^ , hecho obli-
otra serie muy diversa de industrias (te,as, ^^ff^^^^ promulgadas entre 1790 y 1806. Véanse, 
gator.o tan.b,en por ¿¡versas d.spos.c^ones de Carlo^^^^ P^^ ^^^ ^.^^^ ^̂ ^ ^ ^̂  ^^^ ^ j ^ , ^ . ^,^ 
por ejemplo, las Leyes X y XI del menciona D^r„„ilación 
XXIV del Libro VIII del Suplemento de la Nov.s.ma Recopilación. 
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da postura favorable a los industriales en lo que a daños a terceros respecta. 
Un texto legal muy importante a este respecto es el conocido Decreto de 8 
de junio de 1813 sobre «Libertad en el establecimiento de fábricas y ofi­
cios». El objetivo declarado de este texto legal era «remover las trabas que 
hasta ahora han entorpecido el progreso de la industria»; y en él no sólo se 
suprimían los exámenes para el acceso a los oficios industriales y la obliga­
ción de incorporación a los gremios, sino que también se establecía un mar­
co de libertad general de creación de fábricas en los pueblos de la Monar­
quía, sin necesidad de permiso ni licencia alguna, «con tal que se sujeten a 
las reglas de policía adoptadas o que se adopten para la salubridad de los 
mismos pueblos»'. Parece, sin embargo, que esta norma general de libertad 
de establecimiento chocó pronto con la atribución a las administraciones 
locales de competencias sobre la creación de fábricas en sus respectivos tér­
minos municipales por motivos de salubridad. Y fue precisamente la inter­
pretación de este decreto en un sentido favorable a los industriales una de 
las vías jurídicas por las que el gobierno central trató de impulsar la crea­
ción de fábricas. 

Por causas esencialmente políticas el Decreto de 1813 pasó por diversos 
avatares, y, tras su supresión en 1815, volvió a entrar en vigor el año 1836. A 
partir de la segunda mitad del siglo xix se encuentran ya interpretaciones por 
parte del gobierno central en el sentido de que los ayuntamientos, en el uso de 
sus competencias sobre policía de salubridad, no podían infringir la autoriza­
ción general de establecimiento de fábricas del decreto de 1813. Veamos un 
caso ilustrativo. Por Real Orden de 16 de febrero de 1881 el gobierno central 
resolvió negativamente un recurso de alzada presentado por el Ayuntamiento 
de Barcelona referido a la denegación de un permiso de ampliación de instala­
ciones industriales solicitado por la Sociedad Catalana del Alumbrado. El pro­
blema era el siguiente. Esta sociedad había solicitado del Ayuntamiento de 
Barcelona permiso para construir un cobertizo y varias salas destinadas a alma­
cenes y un nuevo gasómetro dentro del recinto de su fábrica. El Ayuntamiento 
denegó la autorización; y la compañía recurrió en apelación al gobernador de 
la provincia, quien revocó el acuerdo municipal. Fue entonces el Ayuntamien­
to el que recurrió en alzada y obtuvo, como antes se ha apuntado, respuesta 
negativa por parte del ministerio. Lo interesante aquí es lógicamente la argu­
mentación en la que se basó la decisión del gobierno. Este afirmó que, aun 
siendo cierto que los dueños de las fábricas debían solicitar permisos a los 
ayuntamientos para hacer obras, aquéllos no podían oponerse sin más a su 

' M, Alcubilla (1887), Vol. V, p. 3. 
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realización, ya que sus facultades se limitaban exclusivamente a evitar, mediante 
la adopción de las reglas oportunas, que se produjeran peligros o inconvenien­
tes; y como en este caso la Municipalidad, en vez de hacerlo así, había negado 
de plano la autorización pedida por la empresa en cuestión, aquella se excedió 
en sus atribuciones e infringió el mencionado Decreto de 8 de jumo de 1813, 
garante de la libertad de industria '". , , , . 

No parece que éste fuera un caso único. Por el contrario, las polémicas en­
tre industriales y ayuntamientos con respecto a las competencias de estos en la 
regulación del establecimiento y funcionamiento de fábricas se desataron con 
bastante frecuencia, y en 1884, desde el ministerio de Fomento, Sardoal se ha­
cía eco de diversas reclamaciones recibidas sobre la oposición a menudo en­
contrada por los fabricantes para el establecimiento de nuevas industrias o 
aplicación de nuevos inventos. Estas reclamaciones serían utilizadas como mo­
tivo para que, desde el gobierno, se diera un nuevo paso a favor de los fabri­
cantes. No se trataba ya solamente de una interpretación jurisprudencia favo­
rable a los industriales, sino de la promulgación de una disposición legal en la 
que se establecía específicamente que las autoridades provinciales Y - ™ P -
les, así como las dependientes de la administración genera del E « f o j eb -
procurar por todos los medios permitidos por las leyes facilitar el planteamien­
to y desarrollo de las industrias útiles. , , 0 0 . ^ u 1 ^.tM^ri 

Esta norma legal es la real orden de 8 de enero de 1884 sobre el establece 
miento de nuevas industrias e inventos. En la exposición de - « " ^ ^ "^^ 
Real Orden, se incluía un auténtico canto al progreso científico e ndustrmUn 
el que se afirmaba la necesidad de las instalaciones de gas, ^ ^ ^ ^ ^ 
fonos y se preveían ciudades cruzadas por «tranvías o ferrocarriles aéreos», 
j o c'on to'do tipo de industrias, cuyo establecimiento el ^oh^^^^J^^^^J^^ 
ilitar. Para ello - s e apuntaba- era necesario <<-breponerse a p r e ™ ^ ^ ^ ^ 

que la ciencia ya no admite». Y lamentaba el legislador a «sistemática opos-
que ciencia y ,^,„„r„f-iones á dar impu so a la industria y al traba-
c ón en ciertas personas y corporaciones a uai H „„„,^„ir.. n 

1 j u „ Uc n„p ha de eirar a reforma para el porvenir» . 

hora ae v.lorar el otorgamiento o la d.n.gacor, del permiso d, establee.m.en 

'" Alcubilla (1887), p. 7. 
1' Alcubilla {1881) p. (>• 
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to el legislador utilizaba un argumento económico interesante. Se trataba de 
valorar, junto a los beneficios generales del establecimiento de industrias tan 
claramente exaltados, los costes externos previsibles ocasionados por las nue­
vas fábricas. Concretamente, al referirse esta Real Orden, en su artículo segun­
do, a tales costes externos, o perjuicios a particulares o corporaciones, definía 
aquéllos como el «detrimento notorio y la consiguiente depreciación que ex­
perimenten las propiedades rústicas ó urbanas limítrofes al establecimiento in­
dustrial ó a las obras que los dueños de éste ejecuten próximas al mismo». 

Este texto legal sugiere, al menos, dos comentarios. El primero, que consti­
tuye una muestra excelente de ese cambio de mentalidad con respecto a la in­
dustrialización que tiene lugar en el siglo xix y que lleva al legislador a apoyar 
al fabricante frente al resto de los ciudadanos. La simple comparación de esta 
norma con la Real Cédula de 1796 antes mencionada corrobora la tesis aquí 
defendida. El segundo comentario hace referencia al hecho de que el legisla­
dor era consciente de que, al no tener todos los inmuebles el mismo valor, el 
perjuicio sufrido por los propietarios de las fincas perjudicadas no sería el mis­
mo. En otras palabras, un análisis de costes y beneficios podría aconsejar la au­
torización de la instalación de determinadas industrias en un barrio obrero y 
rechazarla en un distrito residencial de más alto nivel. Esta conclusión no sor­
prenderá, por otra parte, a quien haya leído detenidamente a Ronald Coase, 
quien, entre las sentencias estudiadas en «El problema del coste social», citaba 
algunos casos de esta misma época en los que los jueces ingleses establecían 
específicamente que una determinada industria aceptable, o conveniente, en 
un determinado distrito podía no serlo en otro î . 

III. LA RESPONSABILIDAD CIVIL Y EL DERECHO 
DE DAÑOS EN LA ESPAÑA DEL SIGLO XIX 

La Real Orden de 8 de enero de 1884 y la interpretación jurisprudencial 
antes señalada del Decreto de 1813 muestran cómo el legislador español hizo 
uso de la vía administrativa para fomentar la industrialización con un objetivo 
similar al que en los Estados Unidos se había buscado utilizando la vía de la 
responsabilidad civil por culpa. En ambos casos se partía de las ventajas que al 
bienestar social ofrecían las nuevas industrias y tecnología, y se arbitraban fór­
mulas para que los terceros afectados soportaran una parte del coste externo. 
Pero, como antes se apuntó, el derecho español mantuvo además a lo largo del 

'2 Coase (1988), pp. 122-123. 
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siglo XIX, con escasas excepciones, el principio de responsabilidad por culpa, 
lo que permite encontrar semejanzas interesantes entre la jurisprudencia espa­
ñola y las sentencias de los tribunales ingleses y norteamericanos que suden 
citarse en apoyo de la hipótesis de la tendencia industrialista del common law 

en el mismo siglo. . . . . 
Aunque no hay estudios detallados sobre la interpretación legal y jurispru­

dencial de la responsabilidad civil anterior al Código Civil, parece que, salvo 
casos especiales, el criterio dominante en nuestro derecho ha sido el de la res­
ponsabilidad por culpa. Y este es el principio predominante también en el ac­
tual Código Civil, en vigor desde 1889 •'. 

En la jurisprudencia española del siglo xix podemos encontrar numerosos 
ejemplos de la aplicación de este principio. En relación con el tema de la in­
dustrialización tienen especial interés los casos de accidentes y danos produci­
dos por los ferrocarriles, tanto por reflejar la actitud de los tribunales españo­
les ante un nuevo descubrimiento técnico como por ofrecernos elementos de 
comparación interesantes con la jurisprudencia británica y norteamericana. 

La tesis que mantenía la jurisprudencia española era que e ferrocarril ne­
cesariamente daba origen a riesgos y accidentes y que era obligación de los 
empleados de las compañías ferroviarias adoptar todas las medidas precisas 
para evitarlos. Pero si, aun cuando se adoptaban tales medidas los accidentes 
ocurrían, las compañías no debían ser consideradas responsables de lo suce-

'̂ "^ En este sentido resulta interesante la sentencia del Tribunal Supremo de 
30 de mayo de 1865, en la que se declaró no haber lugar al recurso de casa­
ción interpuesto por un propietario de Burgos contra la - " ^ - ^ ^ ^ J ^ ^ 
diencia de esta ciudad que absolvía a la empresa del ferrocarril de Isabel II de 
los daños causados por el incendio de un argomal ^^^^^^'^ f ^;'''''Tl . 
El caso es bastante habitual en la jurisprudencia de la época, dentro y fue a de 
España. Al atravesar las vías del ferrocarril las Ancas del — " ^ ' " - " 
motoras provocaron en más de una ocasión incendios ' J - / - - ^ ^ " ¿ " ° 4 " ^ ; 

j - u r o <;„ nronietario rcckmó ante la Audiencia de Burgos 
portantes en dichas fincas, bu propietario rcci^u • • T ^o o.,̂ ,rT,̂ ntr.<: 

. , • - 1 o„ r,r,ii<;n la compañía ferroviaria. Los argumentos 
una indemnización, a la que se opuso la compauío 

ponsabilidad por culpa; y en el mismo sentido ^^ Proniinc ^^/^ l^ idad la idea de la cul-
go de 1836 y 1851. En García Goyena y ^ g - - ( l«f ' /^ .^^^ ^ f ,„j , ,„ , ^paración debe ser 
pa como base de la - p o t a b i l i d a d : «Para que el̂ ^^^^^^^ 

motivado por falta o imprudencia d e ^ ' 8 " " ° - ' ' " ° ^ Desde 1889 la responsabilidad por culpa 
la suerte, cuyos golpes debemos sufrir...» (IV, p. 3U1). Y « a 
esté regulada en los artículos 1902 y siguientes del actual Código Civil. 

1" Jurisprudencia Civil, 1865, pp. 872-875. 
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de ésta eran los siguientes. Se reconocía que eran ciertamente las locomotoras 
las causantes de los incendios. Pero se alegaba que dichas locomotoras habían 
funcionado según su naturaleza (el subrayado es mío) y que los incendios ha­
bían sido de todo punto irremediables e independientes de la voluntad de los 
maquinistas. El Tribunal Supremo aceptó esta argumentación y señaló que, al 
no haberse probado la imprudencia o culpa de los maquinistas, no había fun­
damento para imponer el pago de una indemnización al perjudicado. 

En el mismo sentido se manifestó el Tribunal Supremo en diversas ocasio­
nes. Por citar sólo otro ejemplo, considérese el caso resuelto por el mismo tri­
bunal en sentencia de 3 de junio de 1901. Se trataba en aquella ocasión de 
una máquina que, haciendo maniobras en una estación, produjo un incendio 
en un almiar de paja cercano ". En este caso el tribunal, además de acogerse 
al principio antes señalado de no existencia de culpa o negligencia por parte 
del conductor de la máquina, señalaba que los almiares de paja se habían colo­
cado junto a la vía, sin convenio o pacto que limitase el derecho de la empresa 
a utilizar la vía, y a sabiendas del uso constante que se hacía de dicha vía y del 
consiguiente riesgo de la mercancía. 

Desde nuestro punto de vista resulta especialmente interesante la semejan­
za de estos casos y los criterios que orientaron las resoluciones judiciales que 
resolvieron casos similares en los países anglosajones en la misma época. Y cual­
quier economista familiarizado con los argumentos utilizados por Pigou y con 
las críticas subsiguientes de Coase se encontrará en terreno conocido. Véanse, 
a manera de ejemplo, dos sentencias norteamericanas interesantes, en las que 
los argumentos de los jueces coincidieron tanto con el entusiamo industrialista 
que hemos visto reflejado en el texto de la Real Orden española antes mencio­
nada como con la mencionada jurisprudencia de nuestro Tribunal Supremo. 

La primera se dictó para resolver un caso referido a la explosión de una fá­
brica que causó daños en una finca vecina. En una fecha no muy lejana de la 
citada Real Orden un juez del Estado de Nueva York afirmaba, al redactar la 
sentencia del caso Losee v. Buchanan (1873) que «la sociedad tiene que tener 
fábricas, máquinas, diques, canales y ferrocarriles. Estas instalaciones son de­
mandadas para satisfacer las necesidades múltiples de la gente y constituyen la 
base de nuestra civilización». Y añadía que si se producía un daño a la propie­
dad de un tercero a causa de un accidente el propietario de la industria no de­
bía ser considerado responsable por ello •*. La segunda, algunos años poste­
rior, está redactada desde unos presupuestos económicos similares. Se trata de 

" Jurisprudencia Civil, 1901, pp. 921-923. 
"• Hovenkamp(1983), p. 687. 
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la sentencia que resolvió el caso Georgia Railroad and Banking Co. v. Maddox 
(1902), en la que el juez afirmaba que si una estación de ferrocarril había sido 
autorizada y se explotaba de la forma adecuada, las personas que residieran en 
las inmediaciones no podían demandar por daños a la compañía, que tales 
efectos eran resultados inevitables de la existencia misma del sistema ferrovia­

rio'' 
El Tribunal Supremo español falló ciertamente en algunas ocasiones en 

contra de las compañías ferroviarias. Pero siempre lo hizo cuando considero 
que había existido culpa por parte de aquéllas. Por ejemplo, en la resolución de 
un recurso de casación de fecha 4 de diciembre de 1858, referido a una sen-
tencia de la Audiencia de La Habana, el Tribunal Supremo afirmo que «cuan­
do falta precaución de las máquinas de un ferrocarril producen incendios en 
los campos contiguos a la vía, la empresa es responsable de los danos y perjui­
cios que se ocasionen» '«. La sentencia resolvió un problema muy similar al 
planteado por el recurrente de Burgos, arriba comentado. Se trataba esta vez 
del incendio de un cañaveral ya cortado. Pero la sentencia fue diferente, por­
que, además de probarse que fue la locomotora la causante del incendio, se es­
tableció la culpabilidad de los conductores, que llevaban los ceniceros de la 
máquina abiertos, produciendo una gran humareda en una situación de fuerte 
viento, lo que dio origen al fuego del cañaveral. 

En el mismo sentido se manifestó regularmente el Tribunal Supremo en el 
caso de las indemnizaciones por daños solicitadas por las victimas de atrope­
llos o sus familiares - . Hay, sin embargo, una excepción notable a la aphca-
ción del principio de responsabilidad por culpa en el derecho espano de 
daños del siglo xix. Se trata de los daños a terceros producidos e" la e x p b t -
ción de minas. Para resolver estos conflictos la Ley de Minas de 6 de ,uho de 
1859 establecía en el párrafo segundo de su articulo 59 que los mine o 
estaban obligados a indemnizar, por convenio o por ^ - - - " / / " " ^ j ^ ^ 
daños y perjuicios que causare a intereses ajenos, dentro o fuera de la rmnas, 
y en operaciones anteriores, simultáneas y posteriores a la - t r a - . o n del mine^ 
ral - . Pocos años después una sentencia del Supremo, de fecha 9 de abril de 

T̂  , , .lón He las normas de responsabilidad no se limitó, desde 
" Coase (1988). Esta mterpretac.on de '«^ ™ P^ 1̂ ^ referencias del propio Coa-

luego. a los Estados Unidos. Para el " - ^ f ^ ^ j f ^ ^ ^ ^ J ^ ^ ^ jurisprudencia francesa de princi-
se en el mismo artículo. Bouckaert (1991), p. :>:>¿. ' - ' " e 
pios del siglo XX en el mismo sentido. 

'8 Jurisprudencia Civil im, pp. 78-82. {Junspmkncia Civil, 1864, 
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1866, seguía una interpretación estricta de esta norma al afirmar la obligación 
de los mineros a indemnizar por los daños causados de cualquier modo (subra­
yado en el original) a dichos intereses ajenos ^i. El caso resuelto no era muy 
distinto de los que antes examinamos. Se trataba esta vez de los daños produ­
cidos por los humos de la empresa minera Tharsis, cuyas teleras de calcinación 
de mineral estaban situadas en las cercanías de terrenos dedicados a cultivos, 
pastos y arbolados, propiedad del demandante. Éste argumentaba que la pro­
ducción de estos terrenos se había visto sustancialmente reducida como conse­
cuencia de dichos humos, y solicitaba una indemnización de valor equivalente 
a dichos daños. La empresa respondió que no tenía obligación de indemnizar, 
ya que los humos eran consecuencia inevitable de una actividad permitida. Pa­
rece que la empresa tenía razón en su alegación, pues en aquella época la úni­
ca forma de tratar grandes cantidades de mineral era la calcinación a cielo 
abierto; y aun mucho después el procedimiento seguía en uso ^̂ . Pero la reso­
lución del Tribunal Supremo, que confirmó una sentencia anterior de la Au­
diencia de Sevilla, señaló que la compañía Tharsis tenía obligación de indem­
nizar, ya que los daños causados se debían a actos voluntarios practicados por 
dicha empresa en utilidad y beneficio suyo. 

Desde el punto de vista legal el razonamiento del Tribunal Supremo resul­
ta difi'cil de criticar tanto en los casos en los que hemos visto que negaba la in­
demnización por daños como en aquél en el que la concedía. Pero desde el 
punto de vista económico la distinción tiene poco sentido. En los primeros su­
puestos examinados la ley y el tribunal aceptaban que la industrialización y el 
progreso tenía costes y que dichos costes sólo debían ser asumidos en su tota­
lidad por las empresas si actuaban con negligencia. En el segundo, en cambio, 
la ley y el Tribunal Supremo obligaron a internalizar en su totalidad los costes 
externos generados por la actividad industrial. ¿Por qué esta diferencia? Pare­
ce que un mero análisis de eficiencia no puede darnos una respuesta convin­
cente; habría que buscar, en cambio, cuáles pudieron ser los motivos del legis­
lador para no aceptar que lo que era bueno para los ferrocarriles no lo era 
para las empresas mineras. Y esto sólo puede tener dos respuestas, sobre las 
que se volverá en la sección final de este trabajo: o se consideraba que los fe­
rrocarriles y otras actividades industriales eran más necesarias que la minería 
para el desarrollo del país, objetivo que el poder público asumía como propio 
en su actividad legislativa, o los grupos de interés de los primeros resultaron 

Decreto-ley de 29 de diciembre de 1868 que aprobó las bases generales de una nueva legislación 
de minas. 

2' jurisprudencia Civil, 1866, pp. 535-541. 
" Avery(1985), pp. 187-188. 
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tener mayor influencia que los de los segundos a la hora de hacer prevalecer 
sus intereses sobre los perjudicados, los agricultores principalmente. 

IV. EL TRIUNFO DE LA REGLAMENTACIÓN 

Como se apuntó en la sección segunda de este trabajo, no puede hablarse 
de modelos puros en las reformas legales de fomento de la industnahzacion a 
partir de normas de derecho privado o de reglamentaciones administrativas. 
Pero el predominio de unas u otras pudo tener efectos importantes, cuyas con-
secuencias llegan hasta nuestros días. 

La tradición continental abrió el camino a un extenso proceso de exten­
sión de la reglamentación administrativa con todos los efectos que esta suele 
producir. «La reglamentación es una planta que crece fácilmente en Francia y 
tiende de forma incesante a invadir todo el suelo», escribía Horace Say en 
1853 al comentar los efectos del Decreto de 1810 sobre manufacturas y talle-
res «. Este texto legal, aunque, como hemos visto, fue bien recibido en su día 
por muchos partidarios de la extensión de la industria, fue pronto objeto de 
numerosas quejas. En primer lugar, se criticaba la gran cantidad ¿e requisi °s 
formales necesarios para lograr una autorización para un nuevo ̂ ^'f^^^^^ 
to industrial, lo que suponía notables pérdidas de tiempo y cos^s. La krga du^ 
ración de los trámites de autorización era también motivo de protestas en 
Francia; como en España, según reconocía la propia exposición de motivos de 

la Real Orden de 8 de enero de 1884. ^A.r.tar^^ o 
La rigidez de las normas administrativas y sus problemas para adaptarse a 

una realidad cambiante era también criticada por los - ^ ^ ^ ^ ^ ^̂ ^̂ ^̂ ^ 
mediados del siglo. En efecto, al pretender el Decreto de 1810 regular todas 
ksTdustrias en función de los daños que cada una pudiera ocasionar, pronto 
se e l o n ó a admimstración en la necesidad de publicar listas complementa-

as con las nuevas industrias y maquinarias que surgían continuamente y que 
rías comas nue ^ j ^ preparación de confu-
no estaban incluidas en e texto originad .^^^^^^.^^ ^^ 
sas v larguísimas listas en las que se trato de reguiar luuu p sas y larguísima:» usua M encontraban, como ironi-
puestamente insalubres y peligrosas, entre las que ene ' . , 
zaba H. Say, actividades como el secado de castañas o la producción de 

café-achicoria. reculación de las industrias nocivas y la 
Pese a estos inconvenientes, la regulación uc m , r , 
resé a estos administración central frente a 

asunción de competencias en este campo poi i<i 
Say(1853), p. 645. 
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las administraciones locales sería un fenómeno que se extendería en todos los 
países. Un caso interesante es el de Gran Bretaña, donde hasta 1848 no existió 
propiamente una regulación administrativa para la creación de establecimien­
tos industriales. En dicho año se aprobó, sin embargo, una ley por la que se 
sometía a reglamentación tanto las industrias de nueva creación como las ya 
existentes. Para el historiador de las ideas económicas resulta interesante cons­
tatar que esta ley no sólo recibió apoyo de quienes luchaban por una mejor sa­
lubridad en los distritos industriales, sino también por algunos defensores de 
la industrialización, que consideraban más eficiente para los fabricantes una re­
gulación clara que les evitara los continuos conflictos que tenían ante los tri­
bunales con terceros perjudicados. Mientras en las obras de carácter social o 
económico de la época son abundantes las críticas de los comportamientos de 
los fabricantes, la defensa de la ley por algunos industriales es mucho menos 
conocida. 

Su argumento, en esencia, era el siguiente. Cuando una persona o empresa 
pretendía crear un nuevo establecimiento industrial en un determinado distri­
to, estudiaba las posibles localizaciones que pudieran resultar adecuadas y 
consultaba a los vecinos sobre su posible actitud ante la nueva fábrica. Si no 
existía una actitud muy negativa, lo que parece que era lo más habitual, se es­
tablecía la fábrica. Pero, una vez realizada la inversión, no eran infrecuentes las 
demandas de indemnización por daños por parte de los posibles perjudicados. 
La estrategia de éstos era clara. Tras haberse llevado a cabo la inversión, las 
pérdidas que suponía cerrar la fábrica eran lo suficientemente elevadas como 
para obligar a la empresa a preferir pagar las indemnizaciones antes que pensar 
en trasladarse ^'*. 

El argumento resulta, sin duda, interesante. Y es, además, un buen reflejo 
de la discrepancia que existía en la Inglaterra de la época entre los partidarios 
del mantenimiento del common law como institución básica del derecho britá­
nico y los defensores de sistemas codificadores y regulaciones estatales al estilo 
continental. Pero tendía a minusvalorar las soluciones de derecho privado, que 
podrían aplicarse al caso; y olvidaba que reglamentación administrativa no es 
sinónimo de certidumbre, ya que en los sistemas de derecho continental la au­
torización administrativa de una explotación industrial no impedía siempre la 
reclamación de daños por terceros perjudicados. 

Con el tiempo sería la solución administrativa la que acabaría prevalecien­
do en todo el mundo. Y sigue siendo hoy la dominante en la solución de pro­
blemas de efectos externos de tanta importancia como la defensa del medio 

^* Legoyt(1853), p, 811, 
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ambiente, por citar sólo el caso más significativo. Y lo es hasta el punto de que 
la mayor parte de la gente no concibe siquiera la posibilidad de soluciones al­
ternativas. Sólo en los últimos años el desarrollo de la teoría económica de los 
derechos de propiedad y el análisis económico de la responsabilidad civil ex-
tracontractual ha permitido a los economistas plantear de nuevo la posibilidad 
de utilizar el derecho privado como fórmula eficiente de resolver los proble­
mas de externalidades ocasionados por la industrialización acelerada del mun-
do actual. 

V. INTERESES, IDEOLOGÍA E INDUSTRIALIZACIÓN 

El estudio del derecho de daños y la reglamentación administrativa de las 
industrias insalubres y peligrosas parece avalar la hipótesis de la convergencia 
del sistema jurídico español con los sistemas anglosajones en su proposito de 
fomentar la industrialización y el progreso técnico. Pero es preciso plantear 
aún una pregunta fundamental: ¿por qué esta orientación proindustrial? ¿Se 
debió a una estrategia de las empresas industriales y de ferrocarriles en defen­
sa de sus intereses particulares, o fiae inducida en buena medida por el triunfo 
de unos valores que el poder público hizo suyos y trató de imponer mediante 
modificaciones de las leyes y la jurisprudencia? . . . 

Uno de los efectos más claros de estos cambios legislativos y jurispruden­
ciales fiae una redistribución de la renta desde los propietarios de tierras a los 
industriales; o, utilizando las palabras de Horwitz un traspaso parcial de la 
carga de la industrialización sobre los hombros de los ciudadanos mas débiles 
y menos activos. Algunos críticos de esta interpretación han objetado a la tesis 
de Horwitz que si los fabricantes hubieran querido elevar los beneficios me­
diante reformas legales podrían haberlo hecho - y en realidad lo hicieron 
de una forma más eficiente, como presionar a los legisladores P - a ons gu 
una política arancelaria o un sistema fiscal favorables a sus mtereses - . Esto e 
cierto, sin duda; pero no excluye la validez de una hipótesis de búsqueda d 
rentas que en modo alguno tuvo que limitarse a una sola dirección. En los 
casos spañol y francés hemos visto cómo, en los mismos anos - ^os q-re^^^ 
zaban sus campañas en favor del proteccionismo, los industriales t̂ o dudaron 
en acudir al gobierno central para quejarse de las dificultades que les pkntea-
en acuaír a g ^ ^ ^„ ,̂ _ „„e h fuerza relativa de los mtereses agrarios 
ban los ayuntamientos, en los que la iuci.ca 
era seguramente más fuerte. 

" Hovenkamp(1983),pp. 671-673. 
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En contra de una interpretación radical en términos de búsqueda de ren­
tas puede argumentarse, sin embargo, en el caso de los países anglosajones, 
que habría resultado mucho más eficiente dirigir los esfuerzos a la aprobación 
de nuevas leyes por los órganos legislativos que acudir a una modificación del 
common law mediante una reorientación paulatina de la jurisprudencia. Una 
característica del common law es precisamente su transformación lenta, lo que 
le permite una adaptación paulatina a los cambios sociales, frente a los cam­
bios rápidos y radicales a los que puede dar origen una reforma legal. Por ello 
cabe interpretar también los cambios experimentados por la jurisprudencia an­
glosajona como la expresión de un nuevo sistema de valores que fue cobrando 
fuerza a lo largo de todo el siglo. Estos nuevos valores ^ f e en el progreso téc­
nico y en la industrialización como motores para la prosperidad y la felicidad 
de todos los hombres, principalmente— se habrían extendido por todo el 
mundo occidental; y los diversos sistemas jurídicos simplemente habrían dado 
respuestas técnicas distintas a una preocupación común. 

Es interesante buscar semejanzas entre este afán industrializador y, por 
ejemplo, la fe en el librecambio de muchos economistas y políticos del siglo 
pasado. Hoy tendemos a interpretar —acertadamente en mi opinión— la polé­
mica del siglo XIX sobre el librecambio en términos de estrategias de búsqueda 
de rentas por parte de grupos con intereses distintos. Pero no entenderíamos 
completamente esta polémica y el papel desempeñado en ella por algunos de 
sus protagonistas si dejáramos por completo de lado el debate ideológico que 
la sustentó. 

No es casualidad que las nuevas preferencias de los consumidores en los 
años finales del siglo xx estén produciendo modificaciones sustanciales en la 
reglamentación administrativa sobre actividades insalubres y peligrosas y en las 
normas de responsabilidad civil. Cuando se busca la industrialización como 
objetivo básico, el principio de la responsabilidad por culpa y las normas ad­
ministrativas tolerantes son los instrumentos legales a aplicar. Pero cuando, 
como en nuestros días, aumenta la valoración de bienes como el aire limpio o 
el medio ambiente saneado, aun a costa de técnicas de producción más caras y 
de frenar el ritmo del crecimiento industrial, no puede sorprendernos el desa­
rrollo de reglamentaciones administrativas restrictivas y una nueva reivindica­
ción del principio de la responsabilidad objetiva. 
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